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INFORME No. 119/12
PETICIÓN 185-03 
INADMISIBILIDAD
JOSE ADRIAN MEJIA MENDOZA Y OTROS
EL SALVADOR
13 de noviembre de 2012
I.
RESUMEN

1. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “Comisión”, “Comisión Interamericana” o “CIDH”) recibió el 7 de marzo de 2003 una petición presentada inicialmente por la Fundación de Estudios para la Aplicación del Derecho (en adelante “FESPAD”)
, y posteriormente por Vivian Lizeth Gutiérrez Luna
 y Saúl Antonio Baños
 (en adelante “peticionarios”), en contra del Estado de El Salvador (en adelante “Estado” o “Estado salvadoreño”), por la omisión de su obligación de respeto y garantía en relación al derecho al trabajo y la estabilidad laboral, así como a las garantías judiciales y la protección laboral, en perjuicio de las siguientes personas: 1) José Adrián Mejía Mendoza, 2) Gregorio Francisco Linares Escamilla, 3) Miguel Angel Alfaro Sánchez, 4) Pedro Martir Quiusqui, 4) Saúl Flores Fabian, 5) Francisco García Saldaña, 6) Miriam Santana Benavides Benavides, 7) Julio César Mena Jacinto, 8) Jaime Ernesto García Escalante, 9) Martha Vilma González Morales, 10) Angel Danilo Mejía Rivas, 11) Marcos Obdulio Alas Alas (en adelante “presuntas víctimas”). 
2. Los peticionarios alegan que el Estado es responsable por la violación de los derechos consagrados en los artículos 8.1 (garantías judiciales), 25 (protección judicial) y 26 (desarrollo progresivo) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “Convención” o “Convención Americana”), en perjuicio de las presuntas víctimas. Asimismo, alegan la violación de los artículos 4 y 7.d del Protocolo de San Salvador y los artículos XIV, XVIII de la Declaración Americana.
3. Por su parte, el Estado indica que la petición debe ser declarada inadmisible porque no se agotaron los recursos a nivel interno. Asimismo, que no se ha incurrido en violación a los derechos humanos de las presuntas víctimas. También alega duplicidad de procedimientos.
4. Tras examinar las posiciones de las partes, la Comisión concluye que es competente para conocer la petición bajo análisis y que el caso es inadmisible, a la luz de los artículos 46 y 47 de la Convención Americana. La Comisión decidió igualmente notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.
II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

5. El 16 de octubre de 2003 la Comisión recibió la petición y le asignó el número 902-03. El 18 de noviembre de 2003, transmitió la petición al Estado de El Salvador, solicitándole que dentro del plazo de dos meses, presentara su respuesta, de conformidad con lo establecido en el artículo 30.2 del Reglamento de la CIDH. El 12 de enero de 2004, el Estado solicitó una prórroga de un mes que fue concedida por la CIDH el 20 de enero de 2004. La respuesta del Estado fue recibida el 20 de febrero de 2004. Dicha comunicación fue debidamente trasladada a los peticionarios.
6. Además, la CIDH recibió información de los peticionarios mediante comunicaciones de fechas  24 de noviembre de 2004, 20 de diciembre de 2004, 7 de febrero de 2005, 13 de julio de 2010, 17 de noviembre de 2010, 27 de diciembre de 2011 y 1 de marzo de 2012. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al Estado. 
7. Asimismo, recibió información del Estado en las siguientes fechas: 8 de marzo de 2005, 28 de marzo de 2011 y 27 de marzo de 2012. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas a los peticionarios. 
III.
POSICIÓN DE LAS PARTES

A.
Los peticionarios

8. Los peticionarios manifiestan que el 19 de diciembre de 2001, la Asamblea Legislativa con base en una propuesta presentada por el Ministro de Hacienda, aprobó los Decretos 679 y 680 sobre la Ley de Presupuesto y Ley de Salarios respectivamente, que contenían la supresión de miles de plazas del sector público. Dichos decretos trajeron la supresión de 8.322 plazas de empleados del sector público que trabajaban bajo la ley de salarios, protegidos por el régimen del servicio civil.  En el sistema de jornaleros también habrían sido suprimidas 130 plazas y por régimen de contratos 3.970 plazas.
9. Alegan que el 20 de diciembre de 2001, las presunta víctimas fueron notificadas que sus plazas estaban suprimidas, por decreto, sin justificación técnica previa. Indican que previo a los despidos, los jefes de las dependencias gubernamentales habían informado a los trabajadores estatales de la aprobación de un decreto de retiro voluntario, por el cual se les daría compensación por retiro. Muchos trabajadores se anotaron en listas para registrarse al retiro, pero el decreto de “retiro voluntario” nunca llegó.
10. Indican que la supresión de plazas implicó para las presuntas víctimas, a partir del 1 de enero de 2002, la pérdida de la seguridad social y del derecho a pensión por jubilación, porque a la fecha no cumplían con los requisitos, quedando totalmente desprotegidos.

11. Según los peticionarios, la Constitución reconoce la estabilidad laboral de los empleados públicos. En el caso particular, si bien la Asamblea Legislativa está autorizada para proceder a la creación y supresión de plazas de conformidad con el artículo 131 ordinal 9 de la Constitución, dicha actuación no debe ser arbitraria y sin justificación. Apoyan su posición en el informe especial sobre la supresión de plazas en el sector público, emitido por la Procuradora para la Defensa de los Derechos Humanos como consecuencia de la aprobación, sanción, promulgación y vigencia de la Ley del Presupuesto General de la Nación (2002), de la Ley de Salarios (2002) y de las Reformas a la Ley del Servicio Civil. En su informe señala que en la aprobación de la normativa que suprimió las plazas en el Estado, no consta que se hayan elaborado, utilizado, consultado, valorado y ponderado estudios técnicos que permitan justificar que la decisión adoptada de supresión de plazas y en la cantidad que se ha hecho, se haya realizado luego del análisis de proporcionalidad que exige la normativa de derechos humanos, como la opción menos gravosa para el sistema de derechos humanos. 

12. Según los peticionarios, existen límites a la potestad de creación y supresión de plazas. Para la supresión de plazas, según el Informe Especial emitido por la Procuradora, se deben satisfacer por lo menos tres elementos: constar en ley formal, que el propósito de esa ley sea el bienestar general en una sociedad democrática y que la medida – quantum- de la restricción sea la estrictamente necesaria para el logro de ese propósito. En su informe la Procuraduría indicó la ausencia de una justificación razonable, objetiva y técnica para la supresión de plazas. Indican que el informe señala que las instituciones públicas que fueron objeto de reducción de plazas no tomaron en cuenta elementos de análisis como habilidades y capacidades laborales, record laboral, antecedentes disciplinarios, entre otros, lo cual constituye una arbitrariedad, puesto que no hay un análisis de la necesidad de una plaza. 
13. Los peticionarios también hacen referencia al “Informe de Examen Especial al Proceso de Supresión de Plazas por el Ministerio de Hacienda en el año 2001”, elaborado por la Corte de Cuentas de la República, en donde se estableció que la falta de un análisis para la determinación de plazas prescindibles, afecta la transparencia del proceso y que no se obtuvo evidencia de que el Ministerio de Hacienda haya efectuado un análisis para determinar las plazas que eran prescindibles y tomar la decisión de suprimirlas el 31 de diciembre de 2001.

14. Respecto del agotamiento de los recursos internos, los peticionarios sostienen que las presuntas víctimas interpusieron el 21 de marzo de 2002, una demanda de amparo (318-2002) en contra de los siguientes funcionarios: 1) Ministro de Hacienda, por ser el responsable de elaborar los proyectos del Presupuesto General de la Nación y de la Ley de Salarios,  2) Consejo de Ministros al cual le corresponde según la Constitución elaborar el proyecto de presupuesto de ingresos y egresos del país y presentarlo a la Asamblea Legislativa, 3) Asamblea Legislativa, por la aprobación de dichos proyectos de ley. 
15. Dicha demanda fue declarada improcedente mediante resolución de fecha 8 de agosto de 2002, que fue notificada el 21 de agosto de 2002. Indican que el 26 de agosto del mismo año presentaron recurso de revocatoria de la resolución, que fue declarada sin lugar por extemporánea y notificada a las partes el 11 de septiembre de 2002. Según los peticionarios tales resoluciones de improcedencia y sin lugar producen los efectos de cosa juzgada, con lo cual se agotaron los recursos internos.
16. En cuanto al alegato del Estado respecto de la duplicidad de procedimientos, los peticionarios adjuntan la Declaración Jurada de José Adrián Mendoza y la constancia emitida por la Central Autónoma de Trabajadores Salvadoreños (CATS) en que consta que no es miembro de dicha organización. Asimismo señalan que no existe procedimiento o petición activa pendiente ante la OIT.
B. 
El Estado 

17. El Estado alega que la supresión de plazas corresponde a una facultad establecida en la Constitución que señala en su artículo 131 ordinal 9 que, “corresponde a la Asamblea Legislativa  9) crear y suprimir plazas, y asignar sueldos a los funcionarios y empleados de acuerdo con el régimen civil”. Además indica que el artículo 219 establece que la Ley regulará el Servicio Civil y en especial “las condiciones de ingreso a la administración, los traslados, suspensiones y cesantías; los deberes de los servidores públicos y los recursos contra las resoluciones que los afecten”. Y en concordancia con ello, la Ley del Servicio Civil establece que toda plaza, cargo o empleo público sólo podrá ser creado o suprimido por ley.
18. Según el Estado, la libertad del legislador para unilateralmente imponer la supresión de plazas dentro de la organización de la administración se encuentra sujeta generalmente a algunos límites: debe efectuarse por la Asamblea Legislativa de manera tal que no signifique un insuperable obstáculo o imposibilidad de que las otras entidades estatales puedan razonablemente alcanzar los fines institucionales o que conlleve una intromisión indebida en el ejercicio independiente de las funciones públicas, y se debe respetar los cargos y funciones consagrados constitucionalmente. Señala asimismo que la supresión de plazas deviene de una revocación indirecta del nombramiento del empleado o funcionario público que ocupa aquella, y por ello ante esa afectación jurídica concreta, corresponde la obligación de una indemnización.

19. El Estado indica que cada uno de los trabajadores que ocupaban las plazas que fueron suprimidas por los Decretos Legislativos que contienen la reforma a la Ley del Servicio Civil y la Ley del Presupuesto General de la Nación del año 2001, se les dio su respectiva indemnización en el 2002, la cual fue aceptada por ellos como un acto tácito de consentimiento.
20. En lo que corresponde al derecho a la estabilidad laboral, sostiene que ello no deriva en una obligación para el Estado de mantener la plaza aunque ya no sea necesaria, sino que “está constitucionalmente autorizado para suprimirla de forma unilateral sin que exista obligación jurídica de escuchar las razones de los probables afectados, pues la creación y permanencia de los cargos públicos debe atender primordialmente a las necesidades y conveniencias de la comunidad, a la prestación de los servicios y a la realización de las funciones públicas”. 

21. Informa que en el recurso de amparo la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia determinó que “siendo que la pretensión fundamentada en los derechos al trabajo, a la estabilidad laboral y a la audiencia, contenida en la demanda presentada por la parte actora adolece de vicios que vuelven inviable su conocimiento y juzgamiento por este Tribunal, debe rechazarse de plano la demanda por medio de la figura de la improcedencia.” La Corte Suprema señaló que no se probó la legitimación activa y la falta de competencia de la autoridad. Respecto de la legitimación activa, la Corte Suprema expresó que el argumento de la supuesta violación al derecho al trabajo  ocurrió porque el Estado incumplió una política de pleno empleo, y no se alude al ámbito individual que significaría una afectación concreta al elemento constitutivo de la propia esfera jurídica. En cuanto a la falta de competencia de la autoridad, la Corte Suprema determinó que los actos  realizados por el Ministerio de Hacienda y el Consejo de Ministros que reclamaron los demandantes no producen agravio en su esfera jurídica, porque no incidieron directa y obligatoriamente sobre ellos, ya que sólo fueron vinculantes al momento en que la Asamblea Legislativa aprobó los proyectos de Ley de Salarios y de la Ley del Presupuesto General y fueron sancionados por el Presidente de la República. El recurso fue declarado improcedente el 8 de agosto de 2002. 
22. El Estado sostiene que los peticionarios no agotaron los recursos internos. Indica que a nivel interno los peticionarios tenían la opción de presentar de nuevo un proceso de amparo ya que al declararse improcedente la demanda por los vicios antes señalados, y no por la acción, se entiende que se tiene aún el derecho a la acción y por lo tanto las presuntas víctimas podían válidamente replantear sin vicios su demanda. 
23. Asimismo alega que los peticionarios tenían a su disposición la vía ordinaria, como la jurisdicción contenciosa administrativa que no ejercieron. Específicamente señala que compete a la jurisdicción contenciosa administrativa el conocimiento de las controversias que se susciten en relación con la legalidad de los actos de la Administración Pública. Como Administración Pública, el Estado indica que se entiende en la ley a: i) El Poder Ejecutivo y sus dependencias, inclusive las instituciones autónomas, semiautónomas y demás entidades descentralizadas del Estado, ii) los Poderes Legislativo y Judicial y los organismos independientes cuando realizan excepcionalmente actos administrativos y iii) el Gobierno Local.  Al respecto, indica que hay precedentes a nivel interno de personas que han presentado el procedimiento contencioso administrativo y que “además de no sólo satisfacer el derecho de petición, también resultan en resoluciones positivas, que determinan la reinstalación de dichas personas en sus cargos, cuando el derecho y los hechos lo han permitido determinar así”.

24. Por otro lado, el 30 de enero de 2002, la Organización Internacional del Trabajo giró una comunicación al Gobierno de El Salvador en la que señala que la Central Autónoma de Trabajadores Salvadoreños (CATS), dirigió a la OIT una nota denunciando el despido de dirigentes sindicales y la amenaza de despidos masivos con la reforma de la Ley del Servicio Civil y la aprobación del presupuesto nacional.  Dicha petición es la misma que se presentó a la CIDH, por lo que la CIDH deberá de establecer la duplicidad de procedimientos conforme al Reglamento. 
IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD

A.  Competencia de la Comisión ratione personae, ratione materiae, ratione temporis y ratione loci
25. Los peticionarios se encuentran facultados, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión. Al respecto, la CIDH toma nota que los peticionarios, en su escrito inicial, identificaron como presuntas víctimas a 12 personas. Por ello, la Comisión observa que la petición señala como presuntas víctimas a personas individuales, respecto de quienes el Estado de El Salvador se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana.

26. Los peticionarios se encuentran facultados, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como presuntas víctimas a 12 personas individuales, respecto de quienes el Estado de El Salvador se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana. En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que El Salvador es un Estado parte en la Convención Americana desde el 23 de junio de 1978, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación.  Asimismo, El Salvador depositó el instrumento de ratificación del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Protocolo de San Salvador) el 6 de junio de 1995. Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.  Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana y por el Protocolo de San Salvador, que habrían tenido lugar dentro del territorio de El Salvador, Estado Parte en dichos tratados.  Respecto a las alegadas violaciones de la Declaración Americana, la Comisión reitera que una vez que la Convención entró en vigor en un Estado, ésta y no la Declaración se convirtió en fuente primaria de derecho aplicable por la CIDH, siempre que la petición se refiera a la presunta violación de derechos contenidos en ambos instrumentos y no se trate de una situación de violación continua
. Por tanto, la CIDH sólo se referirá a normas de la Convención. 

27. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana, ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana. 
B. Requisitos de Admisibilidad
1. Agotamiento de los recursos internos

28. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. El artículo 46.2 de la Convención por su parte establece tres supuestos en los que no se aplica la regla del agotamiento de los recursos internos: a) que no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; b) que no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos de la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; y c) que haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.  Estos supuestos no se refieren sólo a la existencia formal de tales recursos, sino también que estos sean adecuados y efectivos.
29. En el presente caso existe una controversia respecto del agotamiento de los recursos internos. El Estado sostiene que los peticionarios no agotaron los recursos de la jurisdicción interna, ya que se interpuso un recurso de amparo que fue rechazado de plano y que los peticionarios tenían la posibilidad de utilizar el procedimiento contencioso administrativo. Por su parte, los peticionarios argumentan que agotaron los recursos de la jurisdicción interna con el recurso de amparo interpuesto (318-2002).

30. La Comisión ha expresado que para cumplir con el requisito de previo agotamiento, los peticionarios sólo deben agotar los recursos idóneos, es decir, los recursos disponibles y eficaces para remediar la situación denunciada. La  CIDH ha señalado que para que puedan brindar al Estado la oportunidad de subsanar la alegada violación a derechos convencionales antes de que sea planteada a una instancia internacional, los recursos judiciales incoados por las presuntas víctimas deben cumplir con los requisitos razonables de procedibilidad establecidos en la legislación interna
. La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que la efectividad de un recurso judicial implica que, potencialmente, cuando se cumplan los presupuestos formales de admisibilidad y procedencia establecidos en la legislación interna, el órgano judicial evalúe sus méritos
. 

31. La Comisión observa que las presuntas víctimas interpusieron el 21 de marzo de 2002 un recurso de amparo en contra de los siguientes funcionarios: 1) el Ministro de Hacienda, por ser el responsable de elaborar los proyectos del Presupuesto General de la Nación y de la Ley de Salarios,  2) Consejo de Ministros al cual le corresponde según la Constitución elaborar el proyecto de presupuesto de ingresos y egresos del país y presentarlo a la Asamblea Legislativa, 3) Asamblea Legislativa, por la aprobación de dichos proyectos de ley. Mediante sentencia de fecha 8 de agosto de 2002, la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, rechazó de plano la demanda por medio de la figura de la improcedencia. Entre sus argumentos para el rechazo, la Corte Suprema determinó que las presuntas víctimas no arguyeron una afectación directa a sus derechos sino que enfocaron su pretensión en la obligación del Estado de garantizar el derecho al trabajo a través de la adopción de políticas de pleno empleo.  Posteriormente las presuntas víctimas interpusieron un recurso de revocatoria que fue declarado sin lugar por extemporáneo por la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia mediante sentencia de fecha 9 de septiembre de 2002.

32. La Comisión nota que, de acuerdo con la carga de prueba aplicable en la materia, el Estado que alega el no agotamiento debe señalar los recursos internos que deben agotarse y proporcionar la prueba de su efectividad
, lo cual ha realizado el Estado de El Salvador en el presente caso al señalar que hay precedentes a nivel interno de personas que han presentando el procedimiento contencioso administrativo y que “además de no sólo satisfacer el derecho de petición, también resultan en resoluciones positivas, que determinan la reinstalación de dichas personas en sus cargos, cuando el derecho y los hechos lo han permitido determinar así”
. Al respecto, la Comisión observa que a pesar de que los peticionarios tuvieron la oportunidad procesal de contestar estos alegatos del Estado, no lo hicieron.  

33. En virtud de lo anterior y, considerando que para que sea admisible una denuncia es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos, la Comisión considera que en el presente caso, si bien los peticionarios tuvieron acceso a los recursos internos que ofrece la legislación salvadoreña, no indicaron  haber invocado los recursos de la jurisdicción contencioso administrativa, ni explicaron por qué no hubieran sido idóneos. Por otra parte, la Comisión observa que respecto al recurso de amparo interpuesto, la interposición extemporánea del recurso de nulidad tampoco constituiría un debido agotamiento. 
34. En consecuencia, la CIDH  considera que los peticionarios no agotaron debidamente los recursos en los términos que establece el artículo 46.1.a de la Convención Americana. La Comisión se abstiene, por sustracción de la materia, de examinar los demás requisitos de admisibilidad contemplados en la Convención.
V. CONCLUSIONES

35. La Comisión concluye que los peticionarios no demostraron haber cumplido con el requerimiento de agotamiento previo en relación a las alegadas violaciones de la Convención Americana, a fin de cumplir con el requisito del agotamiento previo de los recursos internos establecido en el artículo 46(1)(a) de la Convención.
36. Dadas las consideraciones de hecho y de derecho que anteceden,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

DECIDE:


1.
Declarar inadmisible el presente caso.


2.
Notificar de esta decisión a las partes.


3.
Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 13 días del mes de noviembre de 2012. (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primer Vicepresidenta; Presidente; Felipe González, Segundo Vicepresidente, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
�  El 11 de junio de 2010, la Fundación de Estudios para la Aplicación del Derecho, renunció de manera expresa a la representación legal de las presuntas víctimas.


�  Vivian Lizeth Gutiérrez Luna se acreditó como peticionaria el 8 de julio de 2010.


� Saúl Antonio Baños se acreditó como peticionario el 8de julio de 2010.


� CIDH, Informe N° 03/01 (Admisibilidad), Caso 11.670, Amílcar Menéndez, Juan Manuel Caride y Otros (Sistema Previsional), Argentina, 19 de enero de 2001, párrafos 41 y ss.


� CIDH, Informe Nº 18/11, Petición 871-03, Inadmisibilidad, Víctor Eladio Lara Bolívar, Perú, 23 de marzo de 2011, párr. 27.


� Corte I.D.H., Caso Castañeda Gutman Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C No. 184, párr. 94; y Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros). Sentencia de 24 de Noviembre de 2006. Serie C No. 158, párr. 126.


� CIDH, Informe Nº 32/05, Petición 642/03, Admisibilidad, Luis Rolando Cuscul Pivaral y otras personas afectadas por el VIH/SIDA, Guatemala, 7 de marzo de 2005, párrs. 33-35; Corte I.D.H., Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni. Excepciones Preliminares. Sentencia de 1 de febrero de 2000. Serie C No. 66, párr. 53, párr. 53; Caso Durand y Ugarte. Excepciones Preliminares. Sentencia de 28 de mayo de 1999. Serie C No. 50, párr. 33; y Caso Cantoral Benavides. Excepciones Preliminares. Sentencia de 3 de septiembre de 1998. Serie C No. 40, párr. 31.


� CIDH, Informe No. 166/11, Petición 970-06, Inadmisibilidad, Sucesiones Ballinas Granados y Ballinas López, Perú, 2 de noviembre de 2011. 
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